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Tribunal Superior de Justicia del Estado de Coahuila de 
Zaragoza 

 
  
VOTO PARTICULAR1 que formula el magistrado LUIS EFRÉN RÍOS VEGA 

dentro del recurso de apelación 25/2020-O 
 
 
Garantía de prueba ilícita | Control preventivo provisional | Sospecha 
razonable | Inspección de vehículos y pertenencias | Doctrina del fruto del 
árbol envenenado | Doctrina del descubrimiento inevitable  
 

 
Con base en el artículo 9º de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
del Estado de Coahuila de Zaragoza2, en relación con el artículo 
67 del Código Nacional de Procedimientos Penales3, razono mi 
«posición particular» del fallo de la mayoría de este Tribunal de 
Apelación, a partir del siguiente: 
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TABLA DEL VOTO PARTICULAR 

 
RECURSO DE APELACIÓN 25/2020-O 

 
 

SENTENCIADO 
 

R. DE L. H.  

 

 
ACTO IMPUGNADO 

 
Sentencia absolutoria pronunciada el 12 de diciembre de 2019, dictada por el Tribunal 
de Juicio Oral del Juzgado de Primera Instancia en Materia Penal del Sistema Acusatorio 
y Oral del Distrito Judicial de Monclova, con residencia en la ciudad de Frontera, 
Coahuila. 
 

 
DATOS DEL CASO 

 
Proceso penal: 02/2018 acumulada a la 01/2018-JO 
Delito: Posesión simple de narcóticos, homicidio calificado por haber sido cometido 
con ventaja y alevosía y lesiones gravísimas que ponen en peligro de muerte. 
 
 

 
CUESTIÓN PRINCIPAL 

 
1. La exclusión de prueba ilícita. 

 
 

 
RESUMEN 

 
1. El sentenciado fue absuelto por el delito de posesión simple de narcóticos, 

homicidio calificado por haber sido cometido con ventaja y alevosía y lesiones 
gravísimas que ponen en peligro de muerte. 

2. La Representación Social se inconformó con la valoración de las pruebas, al 
considerar que con las mismas se acreditan los elementos materiales y 
descriptivos de los delitos de homicidio calificado con ventaja y alevosía, y el de 
lesiones gravísimas que ponen en peligro de muerte, así como la forma de 
participación atribuida al acusado, también se inconformó con la apreciación de 
las pruebas aportadas para demostrar el delito de posesión simple de narcóticos, 
en razón de la insuficiencia probatoria, al haberse decretado nulas las pruebas, 
por lo que no se tuvo por demostrados los elementos del delito. 

3. La sentencia de segunda instancia, consideró improcedentes los agravios del 
apelante por lo que confirma la resolución impugnada.  

 
 

 
TEMAS CLAVES 

 
Garantía de prueba ilícita | Control preventivo provisional | Sospecha razonable | 
Inspección de vehículos y pertenencias | Doctrina del fruto del árbol envenenado | 
Doctrina del descubrimiento inevitable 
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I. CUESTIONES DEL VOTO PARTICULAR 
 

1. Opinión concurrente 
 
 1. Razono mi «opinión particular» para concurrir en las 
consideraciones del fallo porque, a mi juicio, es correcta la 
sentencia absolutoria porque la Fiscalía no aportó en juicio la 
prueba lícita que es necesaria para demostrar los delitos que se le 
imputaron al sentenciado. 
 
 2. En particular, porque la detención ilegal por posesión 
infraganti de narcóticos es relevante para declarar la nulidad de 
dicha evidencia asegurada presuntamente encontrada en sus 
pertenencias (bolsa del pantalón) y vehículo (guantera), toda vez 
que, como se motiva en el fallo que suscribo, no se acreditó 
ninguna sospecha razonable para justificar un control preventivo 
provisional. 
 

2. Opinión disidente 
 
  3. Disiento, sin embargo, en el párrafo 69 de esta sentencia 
porque se hace una interpretación, a mi juicio, incorrecta de la 
doctrina del descubrimiento inevitable como causa lícita para 
valorar una prueba que no debe anularse por la violación previa 
de un derecho humano al no tener conexión lógica ni necesaria 
para contaminar la evidencia descubierta irremediablemente. 
 
  4. El contexto de la prueba ilícita es el siguiente: 
 
  a)  Un día antes de su detención por una presunta falta 
administrativa por exceso de velocidad que dio origen a la 
detención infraganti de narcóticos, el imputado era buscado por 
la polícia por su presunta participación en el delito de homicidio 
y lesiones graves que se le imputó como cómplice por auxilio 
previo. En las primeras indagatorias de esos delitos, según el 
informe policiaco, se identificó por los testigos presenciales que 
el ********** que el hoy liberado tenía a su cargo como ********** 
era el vehículo que presuntamente utilizaron las personas que 
dispararon en contra de las víctimas, aunque los testigos en 
ningún momento reconocieron al acusado como el sujeto que 
fuera conduciendo dicho vehículo el día de los hechos. 
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  b)  El imputado, sin embargo, fue detenido al día siguiente 
en la madrugada (03:25 horas) por ir supuestamente circulando a 
exceso de velocidad en su vehículo donde presta el servicio de 
**********. En una vía pública, por tanto, fue interceptado por los 
Agentes del Grupo de Armas y Tácticas Especiales. Según el 
informe policial homologado se le solicitó al acusado permiso 
para realizarle una inspección física que, según los policías, 
aceptó voluntariamente y se le encontró en la bolsa delantera 
derecha de su pantalón (06 bolsas de plástico tipo ziploc de color 
azul con metanfetamina con un peso neto total del 4.8 gramos), 
así como en la guantera del vehículo (01 bolsa de plástico tipo 
basura de color negro y en su interior 02 bolsas de plástico tipo 
ziploc transparentes con marihuana y 11 bolsas de plástico 
transparentes con marihuana con un peso neto total de 287.49 
gramos), razón por lo cual se procedió a su detención infraganti 
por encontrársele en posesión de narcóticos ilegales. 
 
  5. Estos hechos de la detención son los que se examinarán 
para expresar mi posición particular sobre la doctrina del 
descubrimiento inevitable. 
 

II. LA GARANTÍA DE LA PRUEBA LÍCITA 
 

1. La prueba lícita 
 
 6. En el juicio penal, la prueba lícita es una garantía 
fundamental para asegurar el principio de presunción de 
inocencia: nadie puede ser condenado con pruebas recabadas, 
obtenidas o practicadas en forma ilícita. En un estado de derecho, 
el poder penal está sujeto a los límites que imponen los derechos 
y garantías para investigar, obtener y recibir legalmente ante el 
juez las pruebas del delito y su responsabilidad. Las personas 
acusadas, por tanto, tienen derecho a contradecir la prueba de 
cargo siempre y cuando sea lícita, porque si la autoridad presenta 
a juicio una evidencia obtenida en forma arbitraria e ilegal, los 
jueces tenemos la obligación de anularla o excluirla por carecer 
de validez. 
 

7. La regla de excluir pruebas ilegales no solo tiene por 
objeto tutelar la presunción de inocencia en un sistema penal 
acusatorio, sino también generar un efecto disuasorio de 
prevención de ilegalidades para garantizar la integridad judicial4. 
                                                

4  Véase Fidalgo Gallardo, Carlos (2003): Las pruebas ilegales de la exclusionary rule estaunidense al 
artículo 11.1. LOPJ, CEPC, Madrid. 
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Los jueces no debemos legitimar el actuar ilegal de la prueba que 
perpetúe la impunidad o la falta de credibilidad de un sistema 
penal que trate de manera justa la dignidad de las personas. La 
sociedad merece, para evitar arbitrariedades que afecten la 
presunción de inocencia, que las pruebas que sirvan para 
condenar a alguien sean válidas. De lo contrario, a cualquier 
persona la pueden acusar y condenar con pruebas arbitrarias que 
no son auténticas ni confiables por su ilegalidad. Los jueces 
somos los que velamos por el juicio debido. No son meros 
formalismos que generan impunidad. Son las garantías 
fundamentales que el pueblo ha constituido en la ley suprema 
para proteger uno de sus valores más preciados, la libertad. 

 
 8. Esta garantía de la prueba lícita implica una formalidad 
esencial del debido proceso penal que tutela la presunción de 
inocencia que, a partir de la doctrina procesal penal, presenta tres 
diferentes vertientes: a) como «principio de la justicia penal» en 
torno al cual se construye un determinado modelo procesal 
acusatorio; b) como «regla de trato» durante el proceso penal (el 
imputado es inocente hasta el final y las medidas restrictivas de 
sus derechos deben ser mínimas, necesarias y proporcionales); y, 
c) como «regla de juicio» de la sentencia penal en donde: i) solo la 
actividad probatoria de cargo, debidamente practicada, puede 
conducir al juzgador al convencimiento de la certeza de la 
culpabilidad, si no se produce tal convencimiento, debe operar la 
duda razonable; ii) la prueba practicada debe constituir la 
«actividad probatoria de cargo y, en su caso, de descargo» en 
forma prescrita por la ley; y, iii) la prueba debe haberse obtenido 
y practicado con todas las garantías penales: juicio oral con 
inmediación, concentración, contradicción, publicidad y sin 
vulneración de los derechos fundamentales5.  
 
 9. Luego el valor de una prueba presenta dos escrutinios 
judiciales. El primero relativo a la calificación de la validez lícita 
de la prueba. En segundo lugar, una vez que la prueba es lícita el 
juez debe hacer la ponderación sobre la mayor o menor eficacia, 
confiabilidad, autenticidad o fuerza convincente de los elementos 
de prueba, según las reglas de la «valoración libre y lógica»6. 
 
 10. El escrutinio de la licitud probatoria, por tanto, se debe 
realizar por el juez a partir de las cláusulas constitucionales y 

                                                
5  Véase Armenta Deu, Teresa (2003): Lecciones de Derecho Procesal Penal, Marcial Pons, Madrid. 
6  Véase artículos 265 y 359 del Código NPP. 



 
 

 
VERSIÓN PÚBLICA DE VOTO PARTICULAR 

 

 6 

legales que definen ciertas reglas, generales y particulares, para 
determinar la nulidad o su validez.  
 

a. La cláusula constitucional 
 

11. «Cualquier prueba obtenida con violación de derechos 
fundamentales será nula»7 es la fórmula constitucional general 
que implica un principio esencial del proceso penal: no hay 
condena, sin prueba lícita. 

 
12. El juez o tribunal, por tanto, debe examinar la obtención 

de la prueba en dos perspectivas. La primera en sentido estricto 
debe velar por las formalidades esenciales que se imponen para 
proteger los derechos: la prueba penal no puede ser obtenida en 
violación a los derechos fundamentales. Por ejemplo, la propia 
constitución establece: a) el derecho a la inviolabilidad del 
domicilio. Si una prueba se obtiene sin orden de cateo la 
evidencia, por regla general, será nula; b) se prohíbe toda 
«incomunicación, intimidación o tortura». Si una confesión se 
rinde «sin la asistencia del defensor o con tratos crueles, 
inhumanos o degradantes», es claro que «carecerá de todo valor 
probatorio»; c) las comunicaciones privadas son inviolables. 
Luego cualquier prueba que «atente contra la libertad y privacía 
de las mismas, excepto cuando sean aportadas de forma 
voluntaria por alguno de los particulares que participen en ellas», 
el juez debe valorar el alcance de éstas, «siempre y cuando 
contengan información relacionada con la comisión de un delito». 
Pero en «ningún caso se admitirán comunicaciones que violen el 
deber de confidencialidad que establezca la ley», ni tampoco 
cuando se trate de «materias de carácter electoral, fiscal, 
mercantil, civil, laboral o administrativo, ni en el caso de las 
comunicaciones del detenido con su defensor».  

 
13. En todos estos casos, la constitución define reglas 

particulares en donde los jueces deben asumir un escrutinio 
fuerte o débil para velar por las formalidades que tutelan 
derechos fundamentales. Si se trata de una confesión 
coaccionada, sin asistencia del defensor, la constitución obliga a 
una nulidad sin mayor ponderación; en cambio, si se trata de 
comunicaciones privadas, la constitución permite escrutinos 
flexibles en la comisión de delitos, pero en forma categórica 
excluye ciertas materias que violen el deber de confidencialidad. 

                                                
7  Véase artículo 20, apartado A, fracción IX, de la Constitución General. 
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En fin, las cláusulas específicas de la licitud probatoria por 
violación a los derechos implica la necesidad de generar una 
doctrina judicial prudente, coherente y razonable. 

 
14. En todo caso, los jueces debemos construir esta doctrina 

de la garantía de la nulidad probatoria por violación a los 
derechos fundamentales8 conforme a los estándares más 
aceptables de las teorías del razonamiento probatorio, los 
derechos humanos (nacional, internacional y comparado) y del 
debido proceso, entre otras disciplinas que deben concurrir para 
valorar la prueba lícita. 
 

b. La cláusula legal 
 
 15. La nulidad de una prueba, como principio general, no 
solo se causa por la violación de derechos humanos. Los «actos 
ejecutados en contravención de las formalidades previstas en la 
ley podrán ser declarados nulos, salvo que el defecto haya sido 
saneado o convalidado». 
 

16. Esta es otra forma de apreciar la licitud probatoria 
conforme al principio de estricta legalidad: la prueba carecerá de 
valor probatorio si se obtiene en contravención de las formas 
esenciales prescritas por la ley que pongan en duda su validez por 
su falta de confiabilidad, autenticidad o veracidad. 

 
17. En todo caso, la cláusula de legalidad implica cuatro 

reglas básicas para declarar la nulidad: a) que el acto irregular no 
sea saneado, porque se reponga el acto, rectifique el error, realice 
el acto omitido a petición del interesado o cumpla su finalidad 
esencial; b) no se convalide conforme a las supuestos legales; c) 
que se haya ocasionado una afectación real a alguna de las partes; 
y, d) que la nulidad resulte esencial para garantizar el 
cumplimiento de los derechos o los intereses del sujeto afectado9. 
En cada caso, los jueces debemos examinar la legalidad de la 
prueba conforme a las formas prescritas por la ley para su 
búsqueda, obtención y práctica. 

 
18. Por ejemplo, esta Sala Penal ha excluido una prueba por 

falta de formalidad esencial en la recepción de un testimonio que 
debe garantizar su imparcialidad cuando, sin prueba fehaciente 
de la prevención de no declarar, se declara en contra del 
                                                

8  Véase artículo 264 del Código NPP. 
9  Véase artículo 97 del Código NPP. 



 
 

 
VERSIÓN PÚBLICA DE VOTO PARTICULAR 

 

 8 

imputado por parte de su pareja10. De igual forma, en lo particular 
he asumido un voto sobre la cláusula de invalidez del testimonio 
de cargo que no comparece en juicio, siempre que se hayan 
agotado todas las diligencias necesarias para asegurar la 
protección de la víctima11. En cada prueba, sin embargo, el juez 
puede examinar este escrutinio de estricta legalidad probatoria 
conforme a los principios de la nulidad previstos en la legislación 
procesal penal. 

  
2. La doctrina del fruto del árbol envenenado 

 
  19. En la teoría general de la prueba, la doctrina del fruto 
del árbol envenenado ha sido reconocida por nuestra Suprema 
Corte de Justicia por el efecto corruptor12 de la prueba 
ilegalmente obtenida que afecta de manera lógica y necesaria a 
otras pruebas que se contaminen. 
 
  20. En efecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha dicho que la vulneración de los derechos 
fundamentales del acusado en el proceso penal puede provocar, 
en determinados supuestos, la invalidez de todo el proceso, así 
como de sus resultados, lo cual imposibilitará al Juez para 
pronunciarse sobre la responsabilidad penal de una persona. Este 
efecto corruptor se actualiza cuando, en un caso concreto, 
concurran las siguientes circunstancias: a) que la autoridad 
policial o ministerial realicen alguna conducta fuera de todo 
cauce constitucional y legal; b) que la conducta de la autoridad 
haya provocado condiciones sugestivas en la evidencia 
incriminatoria que conlleven la falta de fiabilidad de todo el 
material probatorio; y, c) que la conducta de la autoridad impacte 
en los derechos del acusado, de tal forma que se afecte de forma 
total el derecho de defensa y lo deje en estado de indefensión. Así 
las cosas, cuando el Juez advierta la actualización de estos 
supuestos, deberá decretar la invalidez del proceso y, al no haber 
otras pruebas que resulten incriminatorias, decretará la libertad 
del acusado. 
 
  21.  La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha establecido también que toda prueba obtenida, directa 
                                                

10  Véase Urbanizadora Monclova et al. vs. SCCH [26 de mayo de 2020], RA-51/2019-T, párrafo 79. 
11  Véase mi voto disidente en RA-29/2019. 
12  Véase amparos en revisión 517/2011, 338/2012, 1424/2012, 4532/2013 y 2915/2013 
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o indirectamente violando derechos fundamentales, no surtirá 
efecto alguno. Luego la ineficacia de la prueba no sólo afecta a las 
pruebas obtenidas directamente en el acto constitutivo de la 
violación de un derecho fundamental, sino también a las 
adquiridas a partir o a resultas de aquéllas, aunque en su 
consecución se hayan cumplido todos los requisitos 
constitucionales. Tanto unas como otras han sido conseguidas 
gracias a la violación de un derecho fundamental -las primeras de 
forma directa y las segundas de modo indirecto-, por lo que, en 
pura lógica, no pueden ser utilizadas en el proceso penal. A esta 
cuestión se le conoce como la regla de exclusión de la prueba 
ilícitamente obtenida, la cual tiene como objetivo eliminar del 
caudal probatorio aquellas pruebas que hayan sido obtenidas 
contraviniendo las normas constitucionales, pero que, sin 
embargo, no afecta la validez del proceso, ya que el Juez podrá 
valorar el resto de pruebas no afectadas, ya sea en ese momento 
procesal o en una futura reposición del procedimiento.  
 
  22. Por el contrario, la Corte ha dicho que cuando el Juez 
advierta la actualización de los supuestos que actualizan el efecto 
corruptor del proceso penal no podrá pronunciarse sobre la 
responsabilidad penal del acusado, ya que el actuar de la 
autoridad ha provocado condiciones sugestivas en la evidencia 
incriminatoria que conllevan la falta de fiabilidad de todo el 
material probatorio, viciando tanto el procedimiento en sí mismo 
como sus resultados, por lo que procede decretar la libertad del 
acusado cuando la violación produce la afectación total del 
derecho de defensa. 
 
  23. A partir de estos criterios y la doctrina de la prueba 
ilegal, se puede revisar el caso concreto. 
 

a.  La detención ilegal 
 
  24. En primer lugar, el caso plantea una detención ilegal. Es 
cierto que las personas pueden ser detenidas en flagrancia 
cuando son sorprendidas en el momento de estar cometiendo el 
delito o inmediatamente despúes conforme a la doctrina de la 
Corte13. 
 
  25. En el caso existen datos suficientes para demostrar que 
la detención in fraganti por posesión de narcóticos es ilegal, 

                                                
13  Véase amparos de revisión 1074/2014, 6024/2014, 5577/2015 y 384/2017. 
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porque no hay datos que hayan justificado la detención por falta 
de un control preventivo provisional. 
 

b.  El control preventivo provisional 
 

26. La Corte ha dicho que la finalidad de los controles 
preventivos provisionales es evitar la comisión de algún delito, 
salvaguardar la integridad y la vida de los agentes policiacos, o 
corroborar la identidad de alguna persona, con base en 
información de delitos previamente denunciados ante la policía o 
alguna autoridad. En este sentido, la realización de esos controles 
excluye la posibilidad de que la autoridad pueda detener a una 
persona sin causa mínima que lo justifique, de lo contrario, bajo 
una circunstancia abstracta -como la apariencia física de las 
personas, su forma de vestir, hablar o comportarse-, podrían 
justificar su detención y revisión física cuando es evidente que no 
existen circunstancias que permitan explicar la sospecha de que 
se está cometiendo un delito.  

 
27. Pues bien, una persona que va conduciendo en exceso 

de velocidad si puede ser legítimamente detenida por una 
infracción de tránsito que demuestre la falta administrativa. Pero 
en el caso no se levantó ninguna prueba que revele la infracción 
administrativa, tampoco es creíble que unos agentes especiales 
(no viales ni de tránsito) que andaban localizando a un ********** 
con las características del vehículo del imputado, haya sido 
casualmente detenido por ellos en una vía pública por exceso de 
velocidad y que, además, al hacerle el alto y al inspeccionarlo con 
su consentimiento se le haya encontrado los narcóticos.  

 
28. Luego por las razones que suscribo del fallo es claro que 

existe una detención ilegal, más aún cuando no existe prueba de 
sospecha razonable. 

 
b.1. La sospecha razonable 

 
29. En efecto, la Corte ha dicho que «para que se justifique 

la constitucionalidad de un control preventivo provisional es 
necesario que se actualice la sospecha razonada objetiva de que 
se está cometiendo un delito y no sólo una sospecha simple que 
derive de un criterio subjetivo del agente de la autoridad». 

 
30. En el caso concreto, el ir en exceso de velocidad no es 

un delito, tampoco la polícia demostró una conducta sospechosa 
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para inspeccionar su vehículo o sus pertenencias, menos aún 
porque si estaba tratando de localizar el vehículo señalado por la 
comisión de un delito, en lugar de fabricar una detención con 
narcóticos, debió recabar todos los datos probatorios necesarios 
para llevarlos a juicio. 
 

b.2. La inspección de vehículos 
 

31. Luego no se actualizó ningún control preventivo en 
grado menor como la Corte lo reconoce «cuando los agentes de la 
policía pueden limitar provisionalmente el tránsito de personas 
y/o vehículos con la finalidad de solicitar información a la persona 
controlada, por ejemplo, su identidad, ruta, motivos de su 
presencia, etcétera».  

 
32. Mucho menos el control preventivo en grado superior 

según «el cual está motivado objetivamente por conductas 
proporcionales y razonablemente sospechosas, lo que implica 
que los agentes policiales estén en posibilidad de realizar sobre la 
persona y/o vehículos un registro más profundo, con la finalidad 
de prevenir algún delito, así como para salvaguardar la integridad 
y la vida de los propios agentes. En este supuesto, éstos podrían, 
además, registrar las ropas de las personas, sus pertenencias así 
como el interior de los vehículos.  

 
33. Pues en este supuesto la policía no tenía la identificación 

del sujeto que conducía el vehículo de la denuncia previa de 
homicidio y lesiones, pero tampoco se demostró que el imputado 
haya mostrado un alto nivel de desafío o de evasión frente a los 
agentes de la autoridad.  

 
34. En consecuencia, si no hay causa legal para el control 

provisional legítimo es claro que la presunta comisión flagrante 
de la posesión de los narcóticos es ilícita y también, por ende, lo 
serán las pruebas descubiertas en la revisión que, a su vez, no 
tienen valor jurídico para ser obtenidas ilegalmente. 

 
III. LA DOCTRINA DEL DESCUBRIMIENTO INEVITABLE 

 
1. El descubrimiento inevitable como fruto lícito 

 
 35. Finalmente, la Corte también ha dicho que la exclusión 
de la prueba ilícita aplica tanto a la prueba obtenida como 
resultado directo de una violación constitucional, como a la 
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prueba indirectamente derivada de dicha violación; sin embargo, 
existen límites sobre hasta cuándo se sigue la ilicitud de las 
pruebas de conformidad con la cadena de eventos de la violación 
inicial que harían posible que no se excluyera la prueba.  
 
 36. Dichos supuestos son, en principio, y de manera 
enunciativa y no limitativa, los siguientes: a) si la contaminación 
de la prueba se atenúa; b) si hay una fuente independiente para 
la prueba; y c) si la prueba hubiera sido descubierta 
inevitablemente.  
 
 37. Este tercer supuesto de no excluir la prueba consistiría 
en determinar si ésta hubiera sido descubierta inevitablemente 
en el proceso de búsqueda, recepción o práctica de la prueba. 
Dicho supuesto se refiere, en general, a elementos que 
constituyan prueba del delito que hubieran sido encontrados 
independientemente de la violación inicial. La aplicación del 
anterior estándar debe hacerse en cada caso concreto. 
 
 38. En la sentencia, a mi juicio, se hace una argumentación 
inadecuada de esta doctrina porque en el caso está probada la 
detención ilegal por falta de control preventivo; luego el 
descubrimiento de los narcóticos no es legal porque emana de un 
proceder ilegal y, por tanto, resulta innecesario analizar este 
supuesto, e incluso, señalar que aún cuando en un caso hubiera 
existido el consentimiento el descubrimiento hubiera sido ilegal, 
porque si pueden haber casos de consentimiento previo en donde 
se valide en forma legítima una prueba. 
 

2. La regla del consentimiento 
 
 39. El descubrimiento inevitable suele aplicarse, por regla 
general, a la conducta policial ilegal que tiene lugar en el curso 
de una investigación en marcha que tuvo como resultado el 
descubrimiento de pruebas que hubiesen sido posteriormente 
obtenidas de todos modos mediante actuaciones policiales. 
 
 40. Por ejemplo, esta Sala Penal ha considerado como legal 
los datos obtenidos en un informe policial en donde se identificó 
el lugar del cuerpo de una persona asesinada, sin tomar en cuenta 
que la declaración espontánea que virtió el imputado ante la 
policía que lo detuvo por otro delito no fue una confesión porque 
no fue rendida ante el juez con asistencia del defensor. Pero los 
datos que aportó en esa actuación policial luego fueron 
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inevitablemente descubiertos porque al hacer la inspección del 
domicilio de la víctima se encontró su cuerpo en el lugar que se 
había indicado por el parte policiaco14. 
 
 41. En el caso, por tanto, el consentimiento que una persona 
haga para un descubrimiento inevitable si puede ser válido para 
no determinar la ilicitud de la prueba descubierta 
inevitablemente, nada más que se requiere probar un principio 
de buena fe, confiabilidad y de no arbitrariedad por parte de la 
autoridad para descubir la evidencia, con el consentimiento 
previo.  
 
 42. En el caso, sin embargo, el presunto consentimiento del 
imputado es en realidad el vicio de nulidad porque se hace 
parecer por la policía un presunto consentimiento de aceptar una 
inspección en sus pertenencias y vehículo, cuando en realidad el 
actuar de la policía estaba precedido de una detención ilegal que 
en el contexto revela una presunción de fabricar una siembra de 
narcóticos para justificar la detención en forma ilegal. 
 

Por todo lo expuesto, razono mi posición disidente. 
 
 
 

LUIS EFRÉN RÍOS VEGA 
MAGISTRADO 

 
LA LICENCIADA GISEL LUIS OVALLE, HAGO CONSTAR Y 

CERTIFICO QUE, EN LOS TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 3, 27, 

FRACCIÓN I, INCISO 9, 60 Y 69 DE LA LEY DE ACCESO A LA 

INFORMACIÓN PÚBLICA PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE 

ZARAGOZA Y 3, FRACCIONES X Y XI, 95 DE LA LEY DE 

PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, LA 

PRESENTE CORRESPONDE A LA VERSIÓN PÚBLICA DEL VOTO 

PARTICULAR IDENTIFICADO Y EN EL QUE SE SUPRIME LA 

INFORMACIÓN CONSIDERADA COMO RESERVADA O 

CONFIDENCIAL. 

 

                                                
14  Véase recurso de apelación 06/2018: [STP-20: 04-03-2020]. 
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ESTE DOCUMENTO FUE COTEJADO PREVIAMENTE CON SU 

ORIGINAL POR EL SERVIDOR PÚBLICO QUE ELABORA LA 

VERSIÓN PÚBLICA. 

 
 

 
 
 
 
 
 
 

 


